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INFORME No. 94/13
PETICIÓN 790-05

ADMISIBILIDAD

PACIENTES DEL SERVICIO DE PSIQUIATRÍA DEL HOSPITAL SANTO TOMÁS

PANAMÁ

4 de noviembre de 2013
I.
RESUMEN

1. El 18 de julio de 2005 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "Comisión Interamericana", "Comisión" o "CIDH") recibió una denuncia presentada por el doctor Frank Guelfi (en adelante, "peticionario") en contra de la República de Panamá (en adelante,  “Estado panameño”, “Panamá” o “Estado”), en la cual se alega que Wendolyne Hooper Tapiero, Carlos A. Bazán Collado, Anayansi Sánchez, Jessica Mendoza, Sandra C. Morris, Rubén Darío Phillips, Denis Uriel Requenez, Uribiades Algandona Jaén y Amalfi López (en adelante, “presuntas víctimas”), todos pacientes de la Sala 25 del Servicio de Psiquiatría del Hospital Santo Tomás (institución pública), habrían sido víctimas de malos tratos, negligencia médica, mala praxis y homicidios culposos, y que no se habría realizado una investigación diligente de tales hechos. Asimismo, apunta que Melany Narváez Victoria, a pesar de su condición mental, habría sido condenada a 28 años de prisión por el delito de homicidio agravado. Además, sostiene el peticionario que a consecuencia de haber denunciado estas situaciones, habría sido víctima de persecución laboral. 
2. Por su parte, el Estado alega que la petición es inadmisible porque carece de fundamento y no contiene hechos que acrediten violaciones a los derechos humanos. Afirma que el peticionario acude a la CIDH para que examine asuntos que han sido tramitados a nivel interno, en observancia del debido proceso y dentro de la competencia de los tribunales nacionales.
3. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 4, 5, 8 y 25, en concordancia con los artículos 1.1. de dicho tratado. La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
4. La petición fue recibida el 18 de julio de 2005 y registrada como P-790-05. El 2 de mayo de 2006 fue trasladada al Estado, otorgándole un plazo de 2 meses para presentar observaciones. Luego de la concesión de una prórroga, Panamá remitió su respuesta el 4 de agosto de 2006.

5. Además, la Comisión recibió información del peticionario en las siguientes fechas: 31 de octubre de 2006; 31 de enero, 14 de mayo, 29 de agosto y 24 de octubre de 2007; 21 de febrero, 24 de marzo y 18 de septiembre de 2008; 16 de marzo, 2 de junio, 24 de agosto, 29 de septiembre y 4 de noviembre de 2009; 20 de enero, 26 de mayo, 3 de septiembre y 2 de noviembre de 2010; 14 de febrero de 2011, 9 de mayo y 18 de agosto de 2011; 3 de agosto y 9 de agosto de 2012, y 24 de septiembre de 2013. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado. Por su parte, Panamá envió información el 14 de diciembre de 2006; 20 de marzo, 27 de junio y 13 de diciembre de 2007; 22 de mayo de 2008; y 20 de abril y 26 de agosto de 2009, 20 de mayo de 2011; 24 de mayo, 3 de junio de 2013 y 12 de julio de 2013. Las notas fueron debidamente trasladadas al peticionario. 
6. Mediante comunicación de 3 de agosto de 2012 el peticionario manifestó su interés en asistir a una audiencia durante el 146 periodo ordinario de sesiones de la CIDH, para tratar cuestiones referentes a la petición. El 24 de octubre de 2012, la CIDH le informó que debido al elevado número de audiencias solicitadas no sería posible acceder a su pedido.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A. El peticionario

7. El peticionario, médico psiquiatra del Hospital Santo Tomás al momento en que habrían ocurrido los hechos alegados, sostiene que los pacientes del servicio de psiquiatría del Hospital Público Santo Tomás, Wendolyne Hooper Tapiero, Carlos A. Bazán Collado, Anayansi Sánchez, Jessica Mendoza, Sandra C. Morris, Rubén Darío Phillips, Denis Uriel Requenez, Uribiades Algandona Jaén y Amalfi López habrían sido víctimas de malos tratos, negligencia médica, mala praxis y homicidios culposos, sin que se hubieren realizado las debidas investigaciones al respecto. Asimismo, sostiene que Melany Narváez Victoria, con discapacidad mental, habría sido condenada por un delito que cometiera a consecuencia de su condición psiquiátrica y mediante una valoración judicial supuestamente contraria a lo señalado por el peticionario en el peritaje médico rendido durante el proceso. Además, alega que, a consecuencia de haber denunciado esos hechos, habría sufrido persecución laboral.   
8. En particular informa que Wendolyne Hooper Tapiero habría recibido un permiso de salida otorgado supuestamente en forma negligente por un médico del hospital, a consecuencia del cual su vida habría corrido peligro. A Anayansi Sánchez le habrían cambiado su médico tratante cuando su vida se encontraba en peligro. En relación con Jessica Mendoza, señala el peticionario que habría sido víctima de “experimentos nazis” y de supuesta suspensión de medicamentos de manera negligente. Sandra C. Morris, debido a la negligente atención médica, habría sufrido efectos negativos en su salud, y posteriormente, se habría arrojado desde un cuatro piso. Rubén Darío Phillips habría recibido negligente atención médica. Denis Uriel Requenez habría sido víctima de irregularidades y negligencia en el tratamiento médico recibido, terminando en un estado de depresión que lo habría conducido al suicidio. Indica que Amalfi López y Uribíades Algandona Jaén habrían recibido una atención médica negligente. Éste último, de acuerdo con información proporcionada por su viuda, a pesar de que éste tuviera dengue, diarrea y se quejara de fuertes dolores de cabeza,  nunca se le proporcionó medicamento para contrarrestar sus padecimientos
. De acuerdo con un informe del propio Hospital Santo Tomás, Carlos A. Bazán Collado se internara en el mismo el 2 de julio de 1998 con motivo de intento autolítico, es decir, intento de suicidio. A los seis días de su ingreso, y derivado de la supuesta atención médica negligente, se habría suicidado.
 Asimismo, alega el peticionario que todos estos hechos fueron denunciados ante las autoridades nacionales, pero las investigaciones habrían sido conducidas de forma negligente y con múltiples irregularidades. 
9. Respecto a Melany Narváez Victoria, informa el peticionario que la presunta víctima fue condenada por el delito de homicidio agravado a la pena de 28 años de prisión. Sostiene que si bien en la sentencia de condena se señala que la presunta víctima tendría la capacidad de comprender la ilicitud de sus actos, de acuerdo al informe pericial psiquiátrico por él elaborado no se podría inferir dicha conclusión. 

10. En relación con las violaciones cometidas a su propia persona, alega que a consecuencia de haber denunciado las violaciones cometidas, habría sido víctima de actos de persecución y acoso laboral. Además, informa que el 29 de febrero de 2008 habría sido destituido de sus funciones como médico psiquiatra del Hospital Santo Tomás, como represalia adoptada en razón de la denuncia presentada el 29 de enero de 2008, presentada ante la Procuraduría General de la Nación (PGN) y relacionada con la presunta comisión de delitos contra la vida y la integridad de Uribiades Algandona Jaén y Amalfi López
11. En relación con las investigaciones penales y otros procesos iniciados con base en los hechos alegados,  a continuación se detallarán las indicaciones del peticionario al respecto:
Proceso relacionado con Wendolyne Hooper Tapiero, Carlos A. Bazán Collado, Anayansi Sánchez, Jessica Mendoza, Sandra C. Morris, Rubén Darío Phillips y Denis Uriel Requenez

12. Al respecto, el peticionario alega que a favor de las presuntas víctimas, se interpusieron los siguientes recursos:
i) Denuncia ante la PGN. Informa el peticionario que el 22 de junio de 2005 se presentó la referida denuncia contra tres médicos del Servicio de Psiquiatría por los delitos de malos tratos, negligencia médica, mala praxis y homicidios culposos. Señala que la causa fue radicada ante el Juzgado Tercero Municipal del Distrito de Panamá – Ramo Penal y que la investigación habría estado a cargo de la Personería Segunda Municipal del Primer Distrito Judicial de Panamá
. Indica que durante la investigación se habrían cometido irregularidades, y que a causa de éstas, el 22 de agosto de 2006 el Juzgado Tercero Municipal habría dispuesto el sobreseimiento provisional de la causa. De la información presentada surge que la querellante señora Zapata, viuda de Denis Uriel Requenez, interpuso un recurso de apelación contra esa resolución ante el Tribunal de Apelaciones y Consultas del Primer Circuito Judicial de Panamá – Ramo Penal, que fuera negado el 7 de agosto de 2007 por considerarlo extemporáneo.
ii) De acuerdo con el peticionario, entre las irregularidades que se habrán cometido en el proceso iniciado con la denuncia de 22 de junio de 2005, se encuentran las siguientes: a) obviar de manera irregular la realización de pruebas testimoniales, al dejarse de considerar testimonios de familiares de los pacientes y del personal médico que los atendía; b) utilizar como principal prueba un informe pericial que no habría sido realizado con la debida diligencia, que se basaría únicamente en “notas de evolución” y “lecturas de expedientes incompletos”, y que no consideraría información que pudieran proporcionar actores relevantes para establecer con claridad los hechos ocurridos; y c) que la Junta Técnica Forense encargada de la elaboración del referido informe, estuviera integrada por profesionales que mantenían vínculo de amistad con uno de los investigados.

iii) Denuncia contra funcionarios de la Personería Segunda y la Junta Médica Forense. Indica que en virtud de las supuestas irregularidades ocurridas durante la investigación antes referida, el 3 de agosto de 2006 denunció a los funcionarios de la Personería Segunda Municipal (el Personero Segundo y la Secretaria Judicial) y a los tres psiquiatras que elaboraron el informe pericial, por delitos contra la administración pública. Surge del expediente que la denuncia se radicó ante el Juzgado Décimo Séptimo del Primer Circuito Judicial de Panamá – Ramo Penal y que la investigación fue dirigida por la Fiscalía Tercera Anticorrupción, organismo que –de acuerdo al peticionario- no habría investigado con seriedad los hechos denunciados, sino que, por el contrario, habría realizado una defensa subjetiva de los procesados. Añade que derivado de ciertas irregularidades
, el 24 de agosto de 2007, el juzgado decretó el sobreseimiento provisional respecto de los hechos denunciados. El 14 de septiembre de 2011, el Juzgado Décimo Séptimo del Primer Circuito Judicial de Panamá - Ramo Penal, niega la solicitud de reapertura de las investigaciones relacionadas con el delito contra la administración pública. 
iv) Denuncia contra la Fiscal a cargo de la Fiscalía Tercera Anticorrupción. Por la forma cómo se sustanció la segunda investigación, el 22 de febrero de 2007 presentó una queja administrativa ante la PGN contra la Fiscal a cargo de la Fiscalía Tercera Anticorrupción, por la presunta comisión de delitos contra la administración pública. Se observa que mediante Resolución No. 38, de 29 de noviembre de 2007, la PGN declaró que no se acreditó la comisión de falta y ordenó el archivo de la queja. Surge de la documentación que el 17 de diciembre de 2007 el peticionario presentó un recurso de reconsideración en contra de la mencionada resolución
.

Proceso relacionado con Uribiades Algandona Jaén y Amalfi López

13. Según la información presentada, el 29 de enero de 2008 el peticionario presentó una nueva denuncia contra el Jefe del Servicio de Psiquiatría
, el Director Médico y el Patronato del Hospital Santo Tomás (incluido en ampliación de denuncia). En la oportunidad, los funcionarios fueron denunciados por los delitos contra la vida y la integridad personal, alegándose negligencia en la atención de Uribiades Algandona Jaén y de Amalfi López. De acuerdo con la información remitida, la Suprema Corte de Justicia se inhibió del conocimiento de la causa y declinó la competencia de la acción al fuero municipal.

Proceso relacionado con Melany Narváez 

14. La información presentada incluye una solicitud de amparo ante la Defensoría del Pueblo, recibida el 30 de junio de 2011
, en la que se le solicita a la referida institución, interceder ante distintas autoridades para que se verifique y determine el grave estado de salud mental que padece la colombiana Melany Narváez, quien, de acuerdo con la referida solicitud, y debido a que no se le presta atención médica, presentaría graves traumatismos y dolores que la hacen golpearse contra las paredes.
Proceso relacionado con el peticionario, Frank Guelfi 

15. Surge de la documentación adjuntada que tanto en la denuncia de 22 de junio de 2005, como en la de 29 de enero de 2008, el peticionario hizo referencia a supuestos actos de acoso laboral contra su persona. 
B.
El Estado

16. Panamá alega que la petición es inadmisible. Sostiene que carece de fundamento y es improcedente porque no contiene hechos que acrediten violaciones a los derechos humanos de los pacientes del Hospital Santo Tomás. En ese tenor, advierte que el peticionario tiene la intención de constituir a la CIDH en una “cuarta instancia”, por cuanto acude para que examine asuntos que han sido tramitados en observancia del debido proceso y dentro de la competencia de los tribunales nacionales. 
17. Asimismo, el Estado considera que la secuencia de denuncias interpuestas por el peticionario, permite concluir una práctica de promover quejas, denuncias o iniciar procesos judiciales, cuando los mecanismos intentados previamente resultaren adversos a sus pretensiones. Agrega que todos los procesos habrían sido “infundados, temerarios y carentes de credibilidad”. 

18. En relación con los procesos referidos por el peticionario y que involucran a las presuntas víctimas, el Estado señala lo siguiente:
Proceso relacionado con Wendolyne Hooper Tapiero, Carlos A. Bazán Collado, Anayansi Sánchez, Jessica Mendoza, Sandra C. Morris, Rubén Darío Phillips y Denis Uriel Requenez

19. Sobre este proceso, el Estado panameño indica que:

i) Difiere con el peticionario en lo que respecta al desempeño de las autoridades de la causa. Al respecto, sostiene que el proceso fue tramitado atendiendo al debido proceso, identifica una multiplicidad de gestiones realizadas por la Personería Segunda Municipal del Distrito de Panamá en materia de investigación y valoración de pruebas, y observa que las experticias realizadas no acreditaron negligencia médica.
ii) En particular, informa que –conforme consta en la resolución del Juzgado Tercero Municipal–, los casos de Carlos A. Bazán Collado, Rubén Darío Phillips y Denis Uriel Requenez habrían sido previamente investigados y los juzgados competentes habrían dictaminado el no ejercicio de la acción penal. Respecto de Wendolyne Hooper Tapiero, informa que la acción penal estaba prescrita, y sobre Sandra Morris hace referencia a lo sostenido por el Consejo Técnico nombrado en la sección de Psiquiatría Forense respecto a que no se encontró evidencia que determine negligencia médica.

iii) Respecto de la denuncia investigada por la Fiscalía Tercera Anticorrupción, alega que la investigación fue realizada con apego a derecho, de manera objetiva, sin presiones ni injerencias. Además, afirma que la denuncia del peticionario se centraba en apreciaciones subjetivas, y que el valor probatorio otorgado al informe pericial cuestionado por el peticionario no podía ser objeto de discusión en ese procedimiento. Sobre la queja presentada ante la PGN contra la Fiscal a cargo de esa oficina, indica que la Fiscalía rindió cuenta de todas las actividades de investigación que fueron sustanciadas a consecuencia de su denuncia.

Proceso relacionado con Uribiades Algandona Jaén y Amalfi López

20. Indica que el 5 de agosto de 2009, la Corte Suprema decidió inhibirse del conocimiento de la causa por no ajustarse a los procedimientos contemplados en el Código Judicial y se declinó la competencia ante el Juzgado Municipal del Distrito de Panamá - Ramo Penal. Dicho Juzgado dictó auto de sobreseimiento definitivo No. 138 de fecha 7 de octubre de 2010, el cual fue ejecutoriado el 23 de noviembre de 2010.

21. En conclusión, el Estado pide que, con fundamento en el artículo 47.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se declare inadmisible la petición.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
 

A. 
Competencia ratione personae, ratione temporis, ratione loci y ratione materiae 
22. El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presuntas víctimas a personas naturales, respecto de quienes el Estado de Panamá se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Panamá es un Estado parte en la Convención Americana desde el 22 de junio de 1978, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención que habrían tenido lugar dentro del territorio de Panamá, Estado Parte en dicho tratado.

23. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B. Requisitos de admisibilidad

1. Agotamiento de los recursos internos

24. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. 
25. De la información proporcionada por el peticionario surge que las supuestas vulneraciones a los derechos de las presuntas víctimas fueron denunciadas ante los tribunales internos, así como las presuntas irregularidades cometidas durante las investigaciones impulsadas. Asimismo, se observa que el supuesto acoso laboral contra el peticionario también fue denunciado ante el fuero nacional. Por su parte, el Estado remite información acorde con la presentada por el peticionario respecto de las diversas acciones judiciales intentadas ante la justicia panameña.
Proceso relacionado con Wendolyne Hooper Tapiero, Carlos A. Bazán Collado, Anayansi Sánchez, Jessica Mendoza, Sandra C. Morris, Rubén Darío Phillips y Denis Uriel Requenez

26. En este caso, consta en el expediente, y no existe controversia entre las partes, que:

i) El 22 de junio de 2005 el peticionario presentó una denuncia por los delitos de “mala praxis, negligencia médica, maltrato y muerte de pacientes, homicidios culposos […] cometidos en la Sala 25 del Servicio Psiquiátrico del Hospital Santo Tomás” en contra de 3 médicos de la institución y el asesor legal de la misma. 
ii) El 22 de agosto de 2006 el Juzgado Tercero Municipal del Distrito de Panamá - Ramo Penal dictó su sentencia de sobreseimiento provisional No. 126 respecto de los hechos denunciados. Específicamente la autoridad consideró que: a) respecto de los señores Carlos A. Bazán, Rubén Darío Phillips y Denis Uriel Requenez, la situación denunciada ya había sido atendida en otros procesos, por lo que se había decidido no tratar esa situación; b) respecto de la señora Wendolyne Hooper, que la acción penal había prescrito, y c) sobre Sandra Morris, que la Judicatura sería competente para el análisis del caso. En relación con este caso, el Juzgado Tercero Municipal del Distrito de Panamá- Ramo Penal, señaló que el informe pericial en el que el Consejo Técnico de Psiquiatría Forense  del Instituto de Medicina Legal se basó para concluir que no había evidencia de negligencia médica, consideró únicamente “las notas de evolución” y dejó de considerar algunos elementos que permitirían determinar la existencia de negligencia en el trato de los pacientes psiquiátricos del Hospital Santo Tomás. De acuerdo con el Juzgado Tercero Municipal del Distrito de Panamá, estas mismas conclusiones aplicaban a Dennis Uriel Requenez.  
iii) Por otra parte, el Juzgado Tercero Municipal, en su sentencia de sobreseimiento provisional de 22 de agosto de 2006, destaca que se vio obligado a sobreseer provisionalmente el caso en perjuicio de Wendolyne Hooper Tapiero y otros, debido a que la formulación de cargos es un requisito indispensable para proceder al encausamiento criminal de un sujeto determinado y el Ministerio Público no ordenó indagar a persona alguna como responsable del hecho punible. No consta de la información que se incluye en el expediente –ni es alegado por el Estado– que a pesar de que el Juzgado Tercero Municipal de Panamá haya señalado las deficiencias del informe pericial en el que se basa la inexistencia de negligencia médica en perjuicio de Sandra Solis y Uriel Dennis Requenez, el Ministerio Público hubiera adoptado alguna acción para promover o impulsar el referido proceso.  
iv) El 8 de septiembre 2006 la querellante, señora Ana Doris Zapata viuda de Denis Uriel Requenez, dio “anuncio de recurso de apelación” contra la sentencia de sobreseimiento, y el 22 de octubre siguiente presentó la apelación. El 7 de agosto de 2007 el Tribunal de Apelaciones y Consultas del Primer Circuito Judicial de Panamá – Ramo Penal declaró extemporáneo el “anuncio de recurso de apelación”.

v) El  10 de junio de 2011, el Juez Tercero Municipal de Panamá - Ramo Penal desestimó la solicitud de reapertura dentro de las sumarias seguidas en averiguación, por la presunta comisión del delito contra la vida e integridad de Wendoline Hooper, Carlos Bazán y otros. 
27. Una decisión de sobreseimiento provisional no es, según la normativa interna, una decisión definitiva. Teóricamente se podría ordenar la reapertura de la referida investigación; al respecto, el peticionario alega –y consta en el expediente –que las autoridades no han tomados las medidas de investigación necesarias para la reapertura del expediente. En vista de las circunstancias, la Comisión considera prima facie que existe un retardo injustificado en la decisión definitiva, por lo que es aplicable la excepción al agotamiento de los recursos internos prevista en el artículo 46.2 c) de la Convención y en el artículo 31.2 c) del su Reglamento
.

Proceso relacionado con Uribiades Algandona Jaén y Amalfi López 

28. El 29 de enero de 2008 el peticionario presentó una denuncia ante la PGN contra el Director Médico General, el Jefe del Servicio de Psiquiatría y el Patronato del Hospital Santo Tomás –éste último incluido a través de ampliación de denuncia de 4 de marzo de 2008– por la presunta comisión de delitos contra la vida y la integridad, alegando negligencia en la atención de Uribiades Algandona Jaén y Amalfi López. En la oportunidad, el peticionario solicitó que la denuncia sea conocida por la Corte Suprema de Justicia. El 29 de julio de 2008, la PGN remitió el expediente al alto tribunal, recomendándole inhibirse de conocer la denuncia y declinar competencia a la esfera municipal. El 5 de agosto de 2009, el pleno de la Corte Suprema decidió inhibirse del conocimiento de la denuncia y declinar competencia al Juzgado Municipal del Distrito de Panamá - Ramo penal. Dicho Juzgado dictó auto de sobreseimiento definitivo No. 138 de fecha 7 de octubre de 2010, el cual fue ejecutoriado el 23 de noviembre de 2010. Con lo cual, los recursos fueron agotados.
Proceso relacionado con Melany Narváez Victoria 

29. De acuerdo con lo que obra en el expediente, el 30 de junio de 2011 se presenta ante la Defensoría del Pueblo una solicitud de amparo a favor de Melany Narváez. En ésta, se le solicita  interceder ante distintas autoridades para que se verifique y se determine el grave estado de salud mental en que se encuentra la presunta víctima derivada de la falta de atención médica. Sobre esta alegación, el Estado no ha manifestado –ni obra en el expediente– que  haya realizado algún tipo de acción para verificar su estado de salud, y en su oportunidad, tomar alguna medida al respecto. Para efectos de esta admisibilidad, y considerando que el presente reclamo involucra daños a derechos fundamentales de una persona con discapacidad mental que está bajo la custodia y cuidado del Estado, una investigación penal es el recurso idóneo para esclarecer los hechos y establecer la responsabilidad del personal médico que pudiera estar involucrado. De hecho, en casos en donde los delitos cometidos pudieran involucrar a agentes estatales, es obligación del Estado iniciar sin dilación las investigaciones respectivas.
 Asimismo, la CIDH ha fijado un estándar más alto respecto al deber de investigar del Estado en relación con las personas privadas de libertad,
 condición que tienen las presuntas víctimas
. A pesar de que el Estado tenía conocimiento desde hace más de dos años de que Melany Narváez pudiera recibir una negligente atención médica que habría afectado gravemente su salud, el Estado no ha manifestado que hubiera realizado una investigación al respecto –lo anterior tampoco consta en el expediente. Por ello, la Comisión considera prima facie que existe un retardo injustificado, y le es aplicable la excepción al agotamiento de los recursos internos.
Proceso relacionado con el peticionario, Frank Guelfi
30. En las denuncias presentadas en 2005 y 2008 ante la PGN, se hizo referencia a presuntas situaciones de acoso laboral perpetradas contra el peticionario. Como ya lo estableció esta Comisión, en el proceso que se iniciara con la denuncia presentada en 2005, se aplica la excepción de retardo injustificado en la decisión definitiva. Respecto del segundo proceso, mismo que fuera iniciado con la interposición de la  demanda de 2008, el sobreseimiento definitivo de fecha de 7 de octubre de 2010 fue ejecutoriado el 23 de noviembre de 2010, y con ello, los recursos fueron agotados. 
31. En consecuencia, la Comisión Interamericana verifica que se han agotado los recursos previstos por la legislación panameña en relación con las presuntas víctimas, y determina que la petición analizada cumple el requisito exigido en el artículo 46.1.a de la Convención.

2. Plazo de presentación de la petición

32. Conforme a lo dispuesto en el artículo 46.1.b de la Convención, para que una petición pueda ser admitida, debe presentarse dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que la parte denunciante fue notificada de la decisión definitiva dictada a nivel nacional. En el caso bajo estudio, la CIDH observa que la petición fue presentada el 18 de julio de 2005, antes de haber sido agotados los recursos de jurisdicción interna. Al respecto, la Comisión ha señalado que en aquellas situaciones en las cuales la evolución de los hechos inicialmente presentados a nivel interno ha implicado un cambio en el cumplimiento o incumplimiento de los requisitos de admisibilidad, su análisis debe hacerse a partir de la situación vigente al momento del pronunciamiento de admisibilidad
. En consecuencia, la CIDH considera cumplido el requisito establecido en el artículo 46.1.b de la Convención.

3. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
33. A los efectos de declarar admisible una petición, la Convención exige en su artículo 46.1.c, que la materia de la misma no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional y, en su artículo 47.d, que no reproduzca el contenido de una petición ya examinada por éste u otro organismo internacional. En el caso sub examen, la Comisión observa que las partes no han alegado la existencia de ninguna de estas causales de inadmisibilidad y que tampoco es posible deducirlas del expediente de la causa. Por lo tanto, la CIDH considera satisfechos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.

4. Caracterización de los hechos alegados

34. A los efectos de la admisibilidad, la Comisión debe decidir si los hechos alegados, de ser probados, pueden caracterizar una violación de derechos, según lo estipulado en el artículo 47.b de la Convención Americana, o si la petición es "manifiestamente infundada" o es "evidente su total improcedencia", conforme al inciso (c) del mismo artículo. El criterio de evaluación de esos requisitos difiere del que se utiliza para pronunciarse sobre el fondo de una petición; la Comisión debe realizar una evaluación prima facie para determinar si la petición establece el fundamento de la violación, posible o potencial, de un derecho garantizado por la Convención, pero no para establecer la existencia de una violación de derechos. Esta determinación constituye un análisis primario, que no implica prejuzgar sobre el fondo del asunto.
35. Asimismo, ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
36. En primer lugar, el peticionario alega que las presuntas víctimas habrían sido víctimas de malos tratos y negligencia médica, y que no se habría realizado una investigación diligente en los procesos relativos a los malos tratos, negligencia médica, mala praxis y homicidios culposos en perjuicio de Wendolyne Hooper Tapiero, Carlos A. Bazán Collado, Anayansi Sánchez, Jessica Mendoza, Sandra C. Morris, Rubén Darío Phillips y Denis Uriel Requenez. Por su parte, el Estado manifiesta que lo alegado por el peticionario carece de fundamento y no acredita violaciones a los derechos humanos, y que los respectivos asuntos han sido tramitados en observancia del debido proceso y dentro de la competencia de los tribunales nacionales. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH considera que dichos alegatos del peticionario sobre el alcance de la presunta responsabilidad estatal respecto de los hechos materia del reclamo podrían caracterizar en la etapa de fondo posibles violaciones a los derechos contenidos en los artículos 4, 5, 8 y 25 en perjuicio de las presuntas víctimas. 
37. El peticionario alega asimismo que a consecuencia de haber denunciado las referidas situaciones, habría sido víctima de persecución laboral y destituido de sus funciones como médico psiquiatra. Al respecto, el Estado panameño señala que las denuncias del peticionario permiten concluir una práctica de promover procesos “infundados, temerarios y carentes de credibilidad”. En la etapa de fondo, la CIDH analizará si las alegaciones planteadas constituyen violaciones a los derechos contenidos en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana.  
38. Por lo expuesto, tomando en cuenta las protecciones que se aplicarán respecto a las personas con discapacidad mental internadas en instituciones, en la etapa de fondo la CIDH analizará los reclamos presentados a la luz de los artículos 4, 5, 8 y 25, en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana. Asimismo, respeto al peticionario Frank Guelfi, esta Comisión observa que los alegatos presentados podrían caracterizar violaciones a los derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. 
V.
CONCLUSIONES
39. En virtud de los argumentos de hecho y de derecho expuestos, la Comisión concluye que la petición satisface los requisitos de admisibilidad enunciados en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. Por lo tanto, 

 
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:
 

1. Declarar admisible la presente petición conforme al artículo 47.b) de la Convención Americana en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos 4, 5, 8 y 25, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado respecto de Wendolyne Hooper Tapiero, Carlos A. Bazán Collado, Anayansi Sánchez, Jessica Mendoza, Sandra C. Morris, Rubén Darío Phillips, Denis Uriel Requenez, Uribiades Algandona Jaén,  Amalfi López y Mélany Narváez Victoria. 
2. Declarar admisible los artículos 5, 8 y 25, en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención en perjuicio de Frank Guelfi.
3. Transmitir el presente informe al peticionario y al Estado panameño.

4. Publicar el presente informe e incluirlo en el Informe Anual de la Comisión a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 4 días del mes de noviembre de 2013.

	José de Jesús Orozco Henríquez 

Presidente

	Tracy Robinson
Primera Vicepresidenta
	Felipe González 
Comisionado

	Dinah Shelton 
Comisionado
	Rodrigo Escobar Gil
Comisionado

	Rose-Marie Belle Antoine
Comisionada




Regístrese y notifíquese conforme a lo acordado.
Emilio Álvarez Icaza L.

Secretario Ejecutivo






� Carta de Zuleika Argentina Torres, dirigida al Director Médico General, 10 de marzo de 2007.


	� De acuerdo con el Informe de Pacientes del Servicio de Psiquiatría del Hospital Santo Tomás, Panamá, 30 de octubre de 2006, se establecen las siguientes fechas respecto a las cuales ocurrían las referidas alegaciones: a) Wendolyn Hooper Tapiero estuvo hospitalizada en nueve ocasiones, entre el 16 de septiembre de 1992 y el 24 de abril de 1998; b) Jessica Mendoza Bautista fue internado en el hospital del 9 de junio de 2000 al 28 de julio de 2000; c) Sandra Cristina Moris estuvo internada del 3 de marzo de 2003 al 17 de abril de 2003; d) Rubén Darío Phillips estuvo en el hospital del 29 de junio de 1998 al 10 de julio de 1998; e) Denis Uriel Requenez fue internado en dos ocasiones, entre las fechas de 27 de septiembre de 2004 al 15 de noviembre de 2004, y f) Carlos Bazán Collado estuvo hospitalizado del 2 al 8 de julio de 1998.


�  En la causa se constituyó como querellante la señora Ana Zapata de Requenez, viuda de Denis Uriel Requenez.


� El peticionario identifica entre ellas el no haberse investigado a cabalidad la posible comisión de los delitos denunciados, no haberle permitido presentar nuevos elementos probatorios al momento de ampliar su denuncia, y la falta de producción de pruebas fundamentales que fueron solicitadas por la Fiscalía; sumado a lo anterior, sostiene que el expediente carecería de pruebas testimoniales y documentales.


� No consta en el expediente información sobre la forma en que fue resuelto el recurso de reconsideración.


� Este es el mismo Jefe de Psiquiatría que ya había sido denunciado por los delitos contenidos en la denuncia de 22 de junio de 2005


� Esta solicitud fue interpuesta por el abogado Antonio Francisco Cajeli Sarria.


� Ver criterio similar en CIDH, Informe 90/12, Petición 1056-07, Admisibilidad, Diana Maidanic y otros (Uruguay), 8 de noviembre 2012, párr. 41.


� Corte IDH. Caso Campo Algodonero vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No.205, párr. 290. Cf. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, párr. 143; Caso Heliodoro Portugal vs. Panamá. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de12 de agosto de 2008. Serie C No. 186, párr. 144, y Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de27 de noviembre de 2008. Serie  No. 192, párr. 101.


� CIDH, Informe sobre los derechos humanos de las personas privadas de libertad en las Américas. OEA/Ser.L/V/II. Doc. 64, 31 de diciembre de 2011, párr. 347; CIDH, Informe No. 55/97, Caso 11.137, Fondo, Juan Carlos Abella, (Argentina), 18 de noviembre de 1997, párr. 394.


� Dentro de la categoría de personas privadas de libertad, se encuentran las personas que están en hospitales psiquiátricos y otros establecimientos para personas con discapacidades físicas, mentales o sensoriales. CIDH, Principios y buenas prácticas sobre la protección de las personas privadas de libertad en las Américas. OEA/Ser.L/V/II.131 Doc. 38, 13 de marzo de 2008, disposición general.


� CIDH, Informe Nº 2/08, Petición 506/05, Inadmisibilidad, José Rodríguez Dañín (Bolivia), 6 de marzo de 2008, párr. 56.





